
San José, 14 de marzo del 2013

Señor(a)
Accionista
Grupo Financiero Improsa

Estimado señor(a) Accionista:

Se les adjunta un resumen de la Ley 8204 “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no 
autorizado, legitimación de capitales, actividades conexas y financiamiento contra el terrorismo”.

El documento entregado contiene los principales artículos, relacionados con la prevención de lavado de dinero y 
financiamiento del terrorismo que las Instituciones  Financieras se encuentran obligadas a cumplir, y que el Grupo 
Financiero Improsa, como entidad regulada debe conocer, acatar e informar.

Por lo anterior, es de nuestro interés que ustedes conozcan dichas disposiciones e indicarles que pueden encontrar la 
Ley 8204 completa, así como el resumen que les adjuntamos, en nuestra página web www.improsa.com.

Así mismo, en caso de que se presente alguna consulta pueden dirigirse a nuestra Unidad de Servicio al Cliente,  al 
teléfono 2522-3800 y con gusto atenderemos su consulta.

Atentamente,

Marianela Ortuño Pinto
Presidenta
Grupo Financiero Improsa



CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).

.02

GRUPO FINANCIERO IMPROSA, S.A. - RESUMEN LEY 8204



CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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CAPÍTULO IV
INSTITUCIONES Y ACTIVIDADES FINANCIERAS

Artículo 4.-
Todas las personas deben colaborar en la prevención y represión de los delitos y el consumo ilícito de las drogas y 
las demás sustancias citadas en esta Ley; asimismo, de delitos relacionados con la legitimación de capitales y las 
acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.  El Estado tiene la obligación 
de procurar la seguridad y las garantías para proteger a quienes brinden esta colaboración; los programas de 
protección de testigos estarán a cargo del Ministerio de Seguridad Pública.”

Artículo 14.-
Se consideran entidades sujetas a las obligaciones de esta Ley, las que regulan, supervisan y fiscalizan los siguientes 
órganos, según corresponde:

a)    La Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
b)    La Superintendencia General de Valores (Sugeval).
c)     La Superintendencia de Pensiones (Supén).
d)    La Superintendencia General de Seguros.

Asimismo, las obligaciones de esta Ley son aplicables a todas las entidades o empresas integrantes de los grupos 
financieros supervisados por los órganos anteriores, incluidas las transacciones financieras que realicen los bancos o 
las entidades financieras domiciliadas en el extranjero, por medio de una entidad financiera domiciliada en Costa Rica.  
Para estos efectos, las entidades de los grupos financieros citados no requieren cumplir nuevamente con la inscripción 
señalada en el artículo 15 de esta Ley, pero se encuentran sujetas a la supervisión del órgano respectivo, en lo referente 
a la legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades u organizaciones terroristas.

Artículo 15.-
Estarán sometidos a esta Ley, además, quienes desempeñen, entre otras actividades, las citadas a continuación:

a) Operaciones sistemáticas o sustanciales de canje de dinero y transferencias, mediante instrumentos tales como 
cheques, giros bancarios, letras de cambio o similares.
b) Operaciones sistemáticas o sustanciales de emisión, venta, rescate o transferencia de cheques de viajero
o giros postales.
c)  Transferencias sistemáticas sustanciales de fondos, realizadas por cualquier medio.
d) Administración de fideicomisos o de cualquier tipo de administración de recursos, efectuada por personas,  
físicas o jurídicas, que no sean intermediarios financieros.
e) Remesas de dinero de un país a otro.

Las personas, físicas o jurídicas, que desempeñen las actividades indicadas en los incisos anteriores de la presente Ley 
y no se encuentren supervisadas por alguna de las superintendencias existentes en el país, deberán inscribirse ante la 
Sugef, sin que por ello se interprete que están autorizadas para operar; además, deberán someterse a la supervisión de 
esta, respecto de la materia de legitimación de capitales y las acciones que puedan servir para financiar actividades 
terroristas u organizaciones terroristas, establecidas en esta Ley.  La inscripción será otorgada por el Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero, previo dictamen afirmativo de esa Superintendencia, cuando se cumplan las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Las municipalidades del país no podrán extender nuevas patentes ni 
renovar las actuales para este tipo de actividades, si no han cumplido el requisito de inscripción indicado.

La Sugef, la Sugeval, la Supén y la Sugese, según corresponda, deberán velar por que no operen, en el territorio 
costarricense, personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su domicilio legal o lugar de operación que, de manera 
habitual y por cualquier título, realicen sin autorización actividades como las indicadas en este artículo.

Cuando, a juicio del superintendente, existan motivos para que una persona física o jurídica realice alguna de las 
actividades mencionadas en este artículo, la Superintendencia tendrá, respecto de los presuntos infractores, las 
mismas facultades de inspección que le corresponden según esta Ley, respecto de las instituciones sometidas a lo 
dispuesto en este título, en lo referente a legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo.

CAPÍTULO V
IDENTIFICACIÓN DE CLIENTES Y 
MANTENIMIENTO DE REGISTROS

Artículo 16.-
Con el objeto de prevenir las operaciones de ocultación y movilización de capitales de procedencia dudosa y otras 
transacciones encaminadas a legitimar capitales o a financiar actividades u organizaciones terroristas, las 
instituciones sometidas a lo regulado en este capítulo deberán sujetarse a las siguientes disposiciones:

a) Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en cuyo beneficio se abra 
una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas acerca de que tales clientes puedan no estar 
actuando en su propio beneficio, especialmente en el caso de personas jurídicas que no desarrollen operaciones 
comerciales, financieras ni industriales en el país, en el cual tengan su sede o domicilio.
b) Mantener cuentas nominativas; no podrán mantener cuentas  anónimas, cuentas cifradas ni cuentas bajo 
nombres ficticios o inexactos.
c)  Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el domicilio, la capacidad legal, la 
ocupación o el objeto social de la persona, así como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o 
habituales.  Esta información debe constar en un formulario, el cual debe estar firmado por el cliente.  En el caso 
de personas jurídicas catalogadas de riesgo, según los parámetros establecidos por el Consejo Nacional de 
Supervisión, las entidades financieras deben requerir certificación notarial relativa a la representación judicial y 
extrajudicial de la sociedad.  Esta verificación se efectuará, especialmente, cuando establezcan relaciones 
comerciales, en particular la apertura de nuevas cuentas, el otorgamiento de libretas de depósito, la existencia de 
transacciones fiduciarias, el arriendo de cajas de seguridad o la ejecución de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil  

dólares  moneda  de  los  Estados  Unidos  de  América (US $10.000,00) o su equivalente en otras monedas.
d) Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por cinco (5) años, a partir de la fecha en que 
finalice la transacción, los registros de la información y documentación requeridas en este artículo.
e) Conservar, por un plazo mínimo de cinco (5) años, los registros de la identidad de sus clientes, los 
archivos de cuentas, la correspondencia comercial y las operaciones financieras que permitan reconstruir o 
concluir la transacción.
f) Acciones al portador:  los sujetos regulados por los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, no podrán abrir cuentas 
ni mantener como clientes a sociedades con acciones al portador.

Las personas jurídicas extranjeras que soliciten la apertura de una cuenta o la realización de operaciones, deben 
corresponder a entidades constituidas y registradas en su país de origen en forma nominativa, que permitan la 
plena identificación de las personas físicas que han suscrito el pacto constitutivo y las personas físicas 
propietarias del capital representado en acciones o participaciones, en el momento de la apertura de la cuenta y 
durante la relación comercial.”

CAPÍTULO VI
DISPONIBILIDAD DE REGISTROS

Artículo 17.-
Las instituciones financieras deberán cumplir, de inmediato, las solicitudes de información que les dirijan los jueces de 
la República, relativas a la información y documentación necesarias para las investigaciones y los procesos 
concernientes a los delitos tipificados en esta Ley.

Artículo 18.- 
Las instituciones financieras no podrán poner en conocimiento de ninguna persona, salvo si se trata de otro tribunal 
o de los órganos señalados en el artículo 14 de esta Ley, el hecho de que una información haya sido solicitada o 
entregada a otro tribunal o autoridad dotado de potestades de fiscalización y supervisión.

Artículo 19.-
Conforme a derecho, en el curso de una investigación, las autoridades competentes podrán compartir la información 
con las autoridades competentes locales o con las de otros estados y facilitársela.

CAPÍTULO VII
REGISTRO Y NOTIFICACIÓN DE TRANSACCIONES

Artículo 20.-
Toda institución financiera deberá registrar, en un formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de las transacciones, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez 
mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US $10.000,00) o su equivalente en colones.

Las transacciones indicadas en el párrafo anterior incluyen las transferencias desde el exterior o hacia él.”

Artículo 21.- 
Los formularios referidos en el artículo anterior deberán contener, respecto de cada transacción, por lo menos los 
siguientes datos:

a) La identidad, firma, fecha de nacimiento y dirección de la persona que físicamente realiza la transacción.  
Además, deberá aportarse fotocopia de algún documento de identidad.  Las personas jurídicas deberán consignar, 
para su representante legal y su agente residente, la misma información solicitada a las personas físicas.
b) La identidad y dirección de la persona a cuyo nombre se realiza la transacción.
c) La identidad y dirección del beneficiario o destinatario de la transacción, si existe.
d) La identidad de las cuentas afectadas por la transacción, si existen.
e) El tipo de transacción de que se trata.
f) La identidad de la institución financiera que realizó la transacción.
g) La fecha, la hora y el monto de la transacción.
h) El origen de la transacción.
i) La identificación del funcionario que tramita la transacción.

Artículo 22.-
A partir de la fecha en que se realice cada transacción, la institución financiera llevará un registro, en forma precisa y 
completa, de los documentos, las comunicaciones por medios electrónicos y cualesquiera otros medios de prueba que 
la respalden, y los conservará por un período de cinco años a partir de la finalización de la transacción.

Dicha información estará a la disposición inmediata del organismo supervisor correspondiente.

Artículo 23.-
Las transacciones múltiples, tanto en moneda nacional como extranjera, incluidas las transferencias desde el exterior 
o hacia él, que en conjunto igualen o superen los diez mil dólares moneda de los Estados Unidos de América (US 
$10.000,00) o su equivalente en colones, serán consideradas transacciones únicas, si son realizadas por una persona 
determinada o en beneficio de ella, durante un día, o en cualquier otro plazo que fije el órgano de supervisión y 
fiscalización competente. En tal caso, cuando la institución financiera, sus empleados, funcionarios o agentes 
conozcan estas transacciones, deberán efectuar el registro referido en el artículo anterior.”

CAPÍTULO VIII
COMUNICACIÓN DE TRANSACCIONES
FINANCIERAS SOSPECHOSAS

Artículo 24.-
Las entidades sometidas a lo dispuesto en este capítulo prestarán atención especial a las transacciones sospechosas, 
tales como las que se efectúen fuera de los patrones de transacción habituales y las que no sean significativas pero 
sí periódicas, sin fundamento económico o legal evidente.  Lo dispuesto aquí es aplicable a los órganos de 
supervisión y fiscalización.

Artículo 25.-
Si se sospecha que las transacciones descritas en el artículo anterior constituyen actividades ilícitas o se relacionan 
con ellas, incluso las transacciones que se deriven de transferencias desde el exterior o hacia él, las instituciones 
financieras deberán comunicarlo, confidencialmente y en forma inmediata, al órgano de supervisión y fiscalización 
correspondiente, el cual las remitirá, inmediatamente, a la Unidad de Inteligencia Financiera (UIf), del Instituto 
Costarricense sobre Drogas.

Estas acciones no les acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que las realicen, responsabilidades 
administrativas, civiles, penales ni de ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe.”

CAPÍTULO IX
PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO OBLIGATORIO
PARA LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

Artículo 26.-
Bajo las regulaciones y la supervisión citadas en este título, las instituciones sometidas a lo dispuesto en él deberán 
adoptar, desarrollar y ejecutar programas, normas, procedimientos y controles internos para prevenir y detectar los 
delitos tipificados en esta Ley.  Tales programas incluirán, como mínimo:

a) El establecimiento de procedimientos para asegurar un alto nivel de integridad personal del propietario, 
directivo, administrador o empleado de las entidades financieras, y un sistema para evaluar los antecedentes 
personales, laborales y patrimoniales del programa.
b) Programas permanentes de capacitación del personal y de instrucción en cuanto a las responsabilidades fijadas 
en esta Ley.

Artículo 27.-
Las instituciones financieras deberán designar a los funcionarios encargados de vigilar el cumplimiento de los 
programas y procedimientos internos, incluso el mantenimiento de registros adecuados y la comunicación de 
transacciones sospechosas.  Estos funcionarios servirán de enlace con las autoridades competentes.  La gerencia 
general o la administración de la institución financiera respectiva, proporcionará los canales de comunicación 
adecuados para facilitar que dichos funcionarios cumplan su labor; además, supervisará el trabajo de los encargados 
de desempeñarla.

Artículo 33.-
Al investigarse un delito de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo, el Ministerio Público solicitará 
al tribunal o la autoridad competente, en cualquier momento y sin notificación ni audiencia previas, una orden de 
secuestro, decomiso o cualquier otra medida cautelar, encaminada a preservar la disponibilidad de los bienes, 
productos o instrumentos relacionados para el eventual comiso.
Esta disposición incluye la inmovilización de todos los productos financieros bajo investigación en instituciones, 
nacionales o extranjeras, indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis de esta Ley, en cumplimiento de las disposiciones 
legales pertinentes.

En el caso de las personas y organizaciones determinadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como 
ligadas al terrorismo, actuando de conformidad con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, la UIf, del 
Instituto Costarricense sobre Drogas, o el Ministerio Público gestionarán la retención y la inmovilización de fondos, 
productos financieros y la anotación de inmovilización registral de otros activos.  Cuando para efectos de 
investigación, las listas de personas y organizaciones ligadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 
el terrorismo, sean circuladas entre las instituciones nacionales o extranjeras indicadas en los artículos 14, 15 y 15 bis 
de esta Ley, dichas instituciones tendrán la obligación de revisar y reportar a la UIf, del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, si las personas y organizaciones, incluidas en las listas, poseen recursos o activos en ellas.”

TÍTULO IV
DELITOS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
DELITOS

Artículo 61.-
Se impondrá pena de prisión de tres a diez años a quien, mediante promesa remunerada, exhorte a un funcionario 
público para que procure, por cualquier medio, la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, 
indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esta Ley.

Igual pena se impondrá a quien altere, oculte, sustraiga o haga desaparecer los rastros, las pruebas o los instrumentos 
de esos delitos, o asegure el provecho o producto de tales actos.

Artículo 63.-
Se impondrá pena de prisión de tres (3) a ocho (8) años e inhabilitación para el ejercicio de las funciones públicas hasta 
por cinco (5) años, al servidor público o a los sujetos privados que laboran en el Sistema Financiero y que, teniendo en 
su custodia información confidencial relacionada con narcotráfico, con investigaciones relativas a la legitimación de 
capitales o de financiamiento al terrorismo, autorice o lleve a cabo la destrucción o desaparición de esta información, 
sin cumplir los requisitos legales.”

Artículo 68.-
Será sancionado con pena de prisión de cinco a quince años quien aporte, reciba o utilice dinero u otro recurso 
financiero proveniente del tráfico ilícito de drogas o de la legitimación de capitales, con el propósito de financiar 
actividades político-electorales o partidarias.

Artículo 69.-
Será sancionado con pena de prisión de ocho (8) a veinte (20) años:

a)  Quien adquiera, convierta o transmita bienes de interés económico, sabiendo que estos se originan en un delito 
que, dentro de su rango de penas, puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más, o realice 
cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen ilícito, o para ayudarle a la persona que haya participado en 
las infracciones, a eludir las consecuencias legales de sus actos.
b) Quien oculte o encubra la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o los derechos 

sobre los bienes o la propiedad de estos, a sabiendas de que proceden, directa o indirectamente, de un delito que 
dentro su rango de penas puede ser sancionado con pena de prisión de cuatro (4) años o más.

La pena será de diez (10) a veinte (20) años de prisión, cuando los bienes de interés económico se originen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, legitimación de capitales, 
desvío de precursores, sustancias químicas esenciales y delitos conexos, conductas tipificadas como terroristas, de 
acuerdo con la legislación vigente o cuando se tenga como finalidad el financiamiento de actos de terrorismo y de 
organizaciones terroristas.

Artículo 70.-
Será sancionado con pena de prisión de uno (1) a tres (3) años, el propietario, directivo, administrador o empleado de 
las entidades financieras, el representante o empleado del órgano de supervisión y fiscalización, así como los 
funcionarios competentes de la Administración Aduanera y el agente aduanero que, por culpa en el ejercicio de sus 
funciones, apreciada por los tribunales, haya facilitado la comisión de un delito de legitimación de capitales o un 
delito de financiamiento al terrorismo.”

Artículo 71.-
Será sancionado con pena de prisión de tres meses a un año, quien se dedique a alguna de las actividades señaladas 
en el artículo 36 de esta Ley, y no informe de inmediato a la unidad especializada del Instituto Costarricense sobre 
Drogas, sobre las transacciones efectuadas o propuestas de las cuales él forme parte, cuando tenga motivos razonables 
para considerar que las sustancias, las máquinas y los accesorios pueden utilizarse en la producción, fabricación, 
extracción o preparación ilícita de estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras con efectos semejantes

Artículo 72.-
Los delitos tipificados en esta Ley podrán ser investigados, enjuiciados o sentenciados por el tribunal o la autoridad 
competente, independientemente de que el delito de tráfico ilícito, los delitos conexos o los de legitimación de 
capitales hayan ocurrido en otra jurisdicción territorial, sin perjuicio de la extradición, cuando proceda conforme a 
derecho.

CAPÍTULO III
SANCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 80.- 
Las instituciones financieras serán responsables por los actos de sus empleados, funcionarios, directores, propietarios 
y otros representantes autorizados que, fungiendo como tales, participen en la comisión de cualquiera de los delitos 
tipificados en esta Ley.  Dicha responsabilidad será acreditada y sancionada conforme a las normas y los 
procedimientos previamente establecidos en la legislación que la regula.

Artículo 81.-
Las personas físicas y jurídicas señaladas en los artículos 14 y 15 de esta Ley, serán sancionadas por el órgano de 
supervisión y fiscalización competente, de la siguiente manera:

a) Con multa del uno por ciento (1%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando no registren, en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización 
competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las transferencias desde el exterior o hacia 
él, en moneda nacional o extranjera, iguales o superiores a los diez mil dólares  moneda  de  los  Estados  
Unidos  de  América (US $10.000,00).
2) Cuando se trate de las transacciones múltiples referidas en el artículo 23 de esta Ley, no efectúen el 
registro en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y fiscalización competente.
3) Cuando se incumplan los plazos fijados por el órgano de supervisión y fiscalización correspondiente, para 
la presentación del formulario referido en el subinciso 1) anterior.
4) Cuando incumplan las disposiciones de identificación de los clientes, en los términos dispuestos en el  
artículo 16 de la presente Ley.
5) Cuando se nieguen a entregar, a los órganos autorizados por ley, la información y documentación 
necesarias sobre operaciones sospechosas, según lo dispuesto en el artículo 17 de la presente Ley, o bien, 
cuando pongan información a disposición de personas no autorizadas, en contravención de lo dispuesto en 
el artículo 18 de esta Ley.

b) Con multa del dos por ciento (2%) de su patrimonio, en los siguientes casos:

1) Cuando las entidades señaladas en el artículo 15 de esta Ley, se nieguen a inscribirse ante la Sugef.
2) Cuando no hayan implementado los procedimientos para la detección, el control y la comunicación de 
transacciones financieras sospechosas o inusuales, en los términos de lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de 
la presente Ley.
3) Cuando no adopten, desarrollen ni ejecuten programas, normas, procedimientos ni controles internos para 
prevenir los delitos tipificados en esta Ley, y cuando no nombren a los funcionarios encargados de vigilar el 
cumplimiento de dichos controles, programas y procedimientos.

Artículo 82.-
Las personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades de las enlistadas en el artículo 36 de esta Ley, estarán 
sujetas a las siguientes sanciones administrativas:

a) Suspensión temporal del registro referido en el artículo 42 de la presente Ley, cuando se descubran situaciones 
irregulares que puedan vincularse con alguno de los delitos tipificados en ella, que ameriten el traslado de la 
investigación a la policía encargada del control de drogas no autorizadas y actividades conexas.
b) Cancelación definitiva del registro referido en el citado artículo 42, cuando se compruebe la comisión de 
alguno de los delitos tipificados en esta Ley, por parte de empleados, funcionarios, directivos, propietarios y 
otros que hayan actuado en carácter de representantes autorizados de la persona física o jurídica a la que se 
asignó el registro.
c) Decomiso administrativo, a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas, de los precursores o químicos 
esenciales que hayan sido importados, comprados localmente, producidos, reciclados, u otros, si no han cumplido 
los requisitos establecidos en esta y otras leyes y reglamentos que rigen esta materia.

TÍTULO V
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MEDIO O PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS
POR ESTA LEY

SECCIÓN VII
UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.
Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.
Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”

Artículo 124.
La información recopilada por la Unidad de Análisis Financiero será confidencial y de uso exclusivo para las 
investigaciones realizadas por este Instituto.  Además, podrá ser revelada al Ministerio Público, a los jueces de la 
República, los cuerpos de policía nacionales y extranjeros, las unidades de análisis financiero homólogas y las 
autoridades administrativas y judiciales de otros países competentes en esta materia.  Los funcionarios que incumplan 
esta disposición estarán sujetos a las sanciones establecidas en el Código Penal.

Artículo 125.
Todos los ministerios y las instituciones públicas y privadas, suministrarán, en forma expedita, la información y 
documentación que les solicite esta Unidad para el cumplimiento de sus fines.  Dicha información será estrictamente 
confidencial.

Artículo 123.-
La UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, solicitará, recopilará y analizará los informes, formularios y reportes 
de transacciones sospechosas, provenientes de los órganos de supervisión y de las instituciones señaladas en los 
artículos 14, 15 y 15 bis de la presente Ley, con la finalidad de centralizar y analizar dicha información para investigar 
las actividades de legitimación de capitales o de financiamiento al terrorismo.  Esta investigación será comunicada al 
Ministerio Público, para lo que corresponda.

Ante la solicitud de la UIF, del Instituto Costarricense sobre Drogas, estarán obligados a suministrar todo tipo de 
información requerida para las investigaciones de las actividades y los delitos regulados en la presente Ley, los 
organismos y las instituciones del Estado y, en especial, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Costa Rica, el 
Registro Público y los organismos públicos de fiscalización, así como las entidades señaladas en los artículos 14, 15 y 
15 bis de la presente Ley.

Además, será labor de la UIF ubicar, y dar seguimiento a los bienes de interés económico obtenidos en los delitos 
tipificados en esta Ley. El Ministerio Público ordenará la investigación financiera simultánea o con posterioridad a la 
investigación,  por los delitos indicados.”
Rige a partir de su publicación.

ASAMBLEA LEGISLATIVA.- Aprobado a los cinco días del mes de febrero de dos mil nueve.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO

Francisco Antonio Pacheco Fernández
PRESIDENTE

 

Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los cuatro días del mes de marzo del dos mil nueve.
Ejecútese y publíquese

ÓSCAR ARIAS SÁNCHEZ.—El Ministro de la Presidencia, Rodrigo Arias Sánchez; el Ministro de Justicia y Gracia a. í., 
Fernando Ferraro Castro y la Ministra de Seguridad Pública y de Gobernación y Policía, Janina Del Vecchio Ugalde.—1 
vez.—(O. C. Nº 44-2009 Inst. Cost. S/Drogas).—C-890650.—(L8719-20572).
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